
Derechos humanos y actos
de violencia en Venezuela 
Los hechos violentos ocurridos en Venezuela de abril a julio de 2017, en el 
contexto de los llamados a protestas por parte de la oposición, están directamente 
relacionados con los sucesos ocurridos el 15 de abril de 2013 y los de febrero a 
junio de 2014, ya que estos episodios han sido promovidos por un mismo grupo de 
actores políticos y coinciden en su accionar a la vulneración de derechos humanos. 

El estudio y análisis de las 
violaciones de los derechos 
humanos ocurridos en el 

contexto de las manifestacio-
nes públicas pacíficas y actos 
de violencia política realizadas 
por los partidos y organizacio-
nes políticas de la oposición 

durante los meses de abril a 
junio de 2017 en Venezuela, 
requieren ponderar que tienen 
sus antecedentes y se encuen-
tran directamente relaciona-
das con los sucesos ocurridos 
el 13 de abril de 2013 y de 
febrero a junio de 2014. Todos 
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de las personas, sus 

propiedades, el disfrute 
de sus derechos y el 
cumplimiento de sus 

deberes.
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estos hechos coinciden en sus 
actores, objetivos y ejercicio 
de derechos políticos, pero so-
bre todo, en la f orma, lugares 
y momentos en que ocurren 
las vulneraciones a los dere-
chos humanos y acciones de 
violencia política. 
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2013
El 15 de abril de 2013 ocurrieron 
hechos de violencia política que 
dejaron como resultado nueve ho-
micidios intencionales, incluyen-
do niñas, niñas y adolescentes, 
y decenas de personas heridas. 
Asimismo, se registraron ataques 
aislados a centros de salud y edu-
cación del Estado. Estas violacio-
nes a los derechos humanos se 
suscitaron en el contexto de las 
elecciones presidenciales, cuan-
do el Consejo Nacional Electoral 
proclamó como ganador al señor 
Nicolás Maduro y el candidato per-
dedor, el señor Henrique Capriles, 
convocó e instruyó a sus partida-
rios a expresar su rechazo a estos 
resultados a través del ejercicio 
de la violencia. En este sentido, 
manifestó explícitamente a través 
de los medios de comunicación 
televisivos, radiales y electrónicos 
que debían expresar su “arreche-
ra”1 en la calle en contra de los 
resultados electorales que le eran 
adversos. En estos hechos, todas 
las personas señaladas como res-
ponsables de la violencia fueron 
simpatizantes de sectores de la 
oposición venezolana.

2014
Durante los meses de febrero a ju-
nio de 2014 se ejecutó en nuestro 
país el plan de los partidos y orga-
nizaciones políticas de oposición 
denominado públicamente “La Sa-
lida”, cuyo objetivo central era de-
poner al Presidente de la Repúbli-
ca a través de medios no previstos 
en el ordenamiento jurídico vene-
zolano. Este Plan alternaba el ejer-
cicio legítimo de derechos de natu-
raleza política, como la libertad de 
expresión y las manifestaciones 
públicas pacíficas, con el uso de la 
violencia en movilizaciones y otras 
acciones que menoscabaron los 
derechos de las personas. Estos 
sucesos tuvieron como resultado 
43 personas fallecidas y 878 per-
sonas lesionadas. De los homici-
dios intencionales, ocho fueron 
atribuidos a funcionarios del Esta-
do y, a su vez, nueve funcionarios 
de seguridad ciudadana murieron 
por herida de arma de fuego atri-
buidas a personas que participa-
ban en actos de violencia política. 
1	 En nuestro país la palabra “arrechera” 

hace referencia a la ira, odio, rabia y vio-
lencia desbordada. 

Se registraron también ataques 
de militantes de la oposición a in-
fraestructura de servicios públicos 
de salud, educación, electricidad y 
transporte; redes de distribución 
de alimentos subsidiados por el 
Estado; sedes de instituciones 
públicas, incluyendo del Poder Ju-
dicial; además a bienes públicos y 
privados.2

De los sucesos del 2014 es nece-
sario destacar que: 
a)	 Las violaciones de derechos 

humanos cometidas por fun-
cionarios de seguridad ciuda-
dana parecen ser hechos ais-
lados, y fueron oportunamente 
rechazadas por las altas au-
toridades públicas, incluso el 
propio Presidente de la Repú-
blica. Además, la mayoría de 
las personas señaladas por 
estos hechos o presuntos res-
ponsables han sido procesa-

2	 Si se desea profundizar en esta infor-
mación sugerimos estudiar el Informe 
realizado por el Comité de Víctimas de la 
Guarimba denominado: Violencia política 
en Venezuela: Víctimas y responsables, 
Caracas, 2015. Este Comité es una orga-
nización no gubernamental de víctimas 
de estos sucesos que tiene como objeti-
vo luchar por la verdad y justicia en estos 
casos, así como la atención integral de 
los familiares de las personas fallecidas y 
personas con discapacidades producto de 
estos hechos.

dos penalmente y privados de 
libertad por contravenir abier-
tamente las normas jurídicas 
y las políticas públicas desarro-
lladas a partir de la vigencia de 
la Ley Orgánica del Servicio de 
Policía y del Cuerpo de Policía 
Nacional Bolivariana, así como 
la formación recibida en las 
universidades especializadas 
en el área. 

b)	 Muchos de los actos de violen-
cia cometidos por las personas 
que participaban en las movi-
lizaciones convocadas por la 
oposición estuvieron  planifi-
cadas, y se registraron niveles 
importantes de organización, 
formación y ejecución de tác-
ticas de guerrilla urbana. Los 
grupos que cometieron hechos 
de violencia estuvieron dota-
dos de apoyo logístico y finan-
ciero, y se constató niveles de 
sincronización de las acciones 
de violencia en diversas locali-
dades del territorio nacional y, 
sobre todo, contaron con de-
claraciones e instrucciones de 
algunos dirigentes de los parti-
dos y organizaciones políticas 
de oposición.

La similitud de los sucesos que 
se encuentran ocurriendo en Ve-
nezuela desde el mes de abril 
de 2017 hasta la fecha, con los 
ocurridos durante los años 2013 
y 2014, sugiere que forman par-
te de una misma estrategia para 
deponer al Presidente Nicolás 
Maduro a través de medios no 
previstos en el ordenamiento jurí-
dico venezolano, máxime cuando 
se analizan las actuaciones rea-
lizadas durante este año por la 
Asamblea Nacional, cuya mayoría 
de diputados y diputadas son mi-
litantes de partidos de oposición 
y fueron actores visibles de los 
sucesos ocurridos en esos años. 
Estos actos han incluido entre 
otros: el desacato a todas las sen-
tencias del Tribunal Supremo de 
Justicia y las declaraciones públi-
cas, desconociendo su autoridad 
y competencias constitucionales; 
el acuerdo formal de “abandono 
del cargo” del Presidente de la 
República, sin contar con base 
constitucional o legal alguna; las 
amenazas y hostigamientos a las 
máximas autoridades del Consejo 

Nacional Electoral; la designación 
de personas como magistrados y 
magistradas, obviando los proce-
dimientos y requisitos previstos 
en la Constitución a tal efecto; y, 
lo que resulta especialmente pre-
ocupante, constantes llamados a 
la Fuerza Armada Nacional Boliva-
riana para que desconozca a las 
autoridades civiles, entre ellas, al 
Poder Ejecutivo Nacional, al Poder 
Electoral, al Poder Ciudadano y al 
Poder Judicial.

La violencia y sus víctimas  
Tal y como ocurrió en 2014, duran-
te el período comprendido entre 
abril a junio de 2017, se han regis-
trado dos tácticas de los partidos 
y organizaciones políticas de opo-
sición para lograr el objetivo que 
han declarado públicamente: de-
poner y sustituir al Presidente de 
la República a través de medios no 
previstos en el ordenamiento jurí-
dico venezolano3. Estas tácticas 
se encuentran claramente diferen-
ciadas y, por momentos, parecen 
complementarse.

La primera táctica empleada 
se encuentra enmarcada dentro 
del ejercicio de los derechos hu-
manos, los principios de una so-
ciedad democrática y el Estado 
de Derecho. Así, han ejercido los 
derechos humanos a la participa-
ción y la libertad de expresión, han 
convocado y desarrollado manifes-
taciones pacíficas con asistencia 
masiva de personas. Se trata en 
definitiva de expresiones de par-
ticipación ciudadana propias de 
una democracia de alta intensidad 
en el contexto de una sociedad ex-
tremadamente polarizada. 

La segunda táctica implica el 
uso de la violencia con fines po-
líticos. Dentro de esta línea de 
acción han ejecutado actos que 
incluyen, entre otros, homicidios 
y agresiones a personas; ataques 
e incendios a infraestructura de 
servicios públicos de salud, edu-
cación, electricidad y transporte, 
redes de distribución de alimen-
3	 Este objetivo ha sido declarado por diver-

sos voceros y voceras de los partidos de 
oposición, pero la prueba plena de que se 
pretende deponer al Presidente a través 
de medios no contemplados en el orde-
namiento jurídico vigente es el acuerdo 
denominado “Compromiso Unitario de 
Gobernabilidad” suscrito públicamente 
por los partidos y organizaciones políticas 
que integran la Mesa de la Unidad Demo-
crática en fecha 19 de julio de 2017. 

Lorenza Higuera, de 61 años de edad junto 
a otras 4 personas, sufrió quemaduras en su 
rostro y extremidades producto de una bom-
ba molotov que fue lanzada a un transporte 
público en San Cristóbal,  estado Táchira, 10 
de mayo de 2017.
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tos subsidiados, sedes de institu-
ciones públicas (incluyendo la De-
fensoría del Pueblo, el Ministerio 
Público y Poder Judicial) y bienes 
públicos y privados4. Estas agre-
siones se han caracterizado por 
el uso de objetos contundentes 
para golpear, armas punzo pene-
trantes, armas de fuego, armas 
no convencionales de fabricación 
artesanal, bombas incendiarias 
de fabricación artesanal y explo-
sivos convencionales. Incluso, se 
han registrados crímenes de odio 
que en los cuales se ha llegado 
a incendiar a las personas em-
pleando gasolina.

Por otra parte, también como 
aconteció en 2014, las activida-
des de control del orden público, 
la convivencia ciudadana y la paz 
en las reuniones públicas y ma-

4	 Dentro de los sucesos más graves y preo-
cupantes destacan los ataques realizados 
contra el Hospital Materno Infantil, la Mater-
nidad Hugo Chávez, ubicado en Caracas el 
20 de abril de 2017, en el cual se encon-
traban 54 recién nacidos que debieron ser 
evacuados por las autoridades públicas; 
igualmente el dirigido contra la maternidad 
ubicada en Carrizal- estado Miranda, el 17 
de mayo de 2017; y el del centro de educa-
ción inicial del Ministerio del Poder Popular 
para la Vivienda, ubicado en Caracas, el 12 
de junio de 2017, cuyo incendio amenazó 
la vida de 46 niños y niñas menores de 
seis años, quienes debieron ser evacua-
dos (este centro de educación fue atacado 
igualmente en 2014). 

nifestaciones pacíficas han sido 
desarrolladas fundamentalmente 
por el Cuerpo de Policía Nacional 
Bolivariana, la Guardia Nacional 
Bolivariana y los cuerpos de poli-
cía estadales. Tal como ocurrió en 
los sucesos del 2014, los cuerpos 
de policía municipal se han abste-
nido intencionalmente de cumplir 
con sus responsabilidades en esta 
materia, muy especialmente en 
las localidades en las cuales los 
alcaldes y alcaldesas fueron elec-
tos por partidos de oposición. 

Al igual que en 2014, se han 
registrado un número significativo 
de desviaciones, abusos y excesos 
de los funcionarios y funciona-
rias de seguridad ciudadana que 
implicaron afectaciones graves a 

los derechos humanos, incluyen-
do violaciones a la vida, integri-
dad personal y libertad personal. 
Nuevamente, parecería que estos 
hechos no forman parte de una 
política sistemática, planificada y 
ejecutada por el Estado, pues las 
circunstancias en que se produ-
cen conducen a concluir que se 
trata de hechos aislados. Tesis 
que parece corroborarse porque 
estos casos han sido condenados 
públicamente por las autoridades 
del Estado venezolano al más alto 
nivel, incluyendo al Presidente y 
los ministros competentes, porque 
en las investigaciones se ha con-
tado con la colaboración incon-
dicional de los cuerpos armados 
involucrados y las personas se-
ñaladas como responsables han 
sido procesadas penalmente y se 
encuentran privadas de libertad. 
A pesar de ello, la recurrencia de 
estos casos de violación a los de-
rechos humanos parece indicar 
que es imprescindible que el Po-
der Ejecutivo Nacional fortalezca 
sus esfuerzos para prevenirlos y 
erradicarlos, pues resulta evidente 
que no ha sido suficiente lo avan-
zado hasta el momento en el pro-
ceso de reforma policial iniciado 
en 2008 para erradicar este tipo 
de prácticas.

El Informe del Ministerio Público pu-
blicado en su portal oficial de internet, 
para la fecha de su consulta en junio 
de 2017, indica que:

Personas que participaban en 
manifestaciones y protestas 
violentas
l	Durante las manifestaciones y pro-

testas violentas, 74 personas falle-
cieron y 1.419 resultaron lesionadas. 

l	De las 74 personas fallecidas, solo 
31 personas (41%) perdieron la vida 
en el contexto de manifestaciones 
públicas y en movilizaciones violen-
tas. De estas 31 personas, 28 mu-
rieron en acciones convocadas por 
los sectores de oposición, mientras 
tres fallecieron en acciones convo-
cadas por sectores que apoyan al 
Gobierno nacional.

l	De las 74 personas fallecidas, solo 
seis homicidios intencionales son 
atribuidos directamente a funciona-
rios de seguridad ciudadana (agen-
tes del Estado).

l	De las 74 personas fallecidas, cua-
tro eran funcionarios de seguridad 
ciudadana fallecidos por heridas 
producidas por armas de fuego en 
el ejercicio de sus funciones.

Funcionarios de los cuerpos 
de seguridad del Estado fallecidos
Resultaron muertos cuatro funciona-
rios de los cuerpos de seguridad del 
Estado por parte de manifestantes de 
la oposición todos a consecuencia de 
disparos por arma de fuego. 

Personas que no participaban en 
manifestaciones y perdieron la vida
De la síntesis realizada por el Minis-
terio Público, se desprende que de los 
74 fallecidos, 39 no participaban del 
conflicto político y murieron a conse-
cuencia de las acciones de violencia, 
que se describen: 
l	Veintitrés personas perdieron la 

vida mientras se encontraban en las 
inmediaciones de una manifesta-
ción violenta. Aquí causa particular 
alarma una víctima que fue linchada 
y quemada viva cuando pasaba por 
los alrededores de una manifesta-
ción al ser tildada de “chavista”. 

l	Ocho personas electrocutadas al 
intentar ingresar de manera ilegal a 
una panadería. 

l	Siete personas murieron como con-
secuencia de la colocación de ba-
rricadas en la vía pública o arrolla-
mientos de vehículos. Una de ellas 
al intentar esquivar la barricada le 
dispararon con un arma de fuego. 

l	Una persona fue asesinada  defen-
diendo su propiedad privada. 

Tal como ocurrió en los 
sucesos del 2014, los cuerpos 

de policía municipal se han 
abstenido intencionalmente 

de cumplir con sus 
responsabilidades en esta 

materia, muy especialmente 
en las localidades en las 

cuales los alcaldes  
y alcaldesas fueron electos 
por partidos de oposición.
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El Informe de la Defensoría del Pueblo publicado en su 
portal oficial de internet, referido a los meses de abril y mayo 
de 2017, indica que:
l	Durante los sucesos en estudio, 52 personas fallecieron y 

1.119 fueron heridas.
l	De las 52 personas fallecidas, 12 personas (23%) perdie-

ron la vida en el contexto de manifestaciones públicas pa-
cíficas y en movilizaciones violentas.

l	De las 52 personas fallecidas, solo 11 homicidios intencio-
nales son atribuidos directamente a funcionarios de segu-
ridad ciudadana (agentes del Estado).

l	De las 52 personas fallecidas, tres son funcionarios de se-
guridad ciudadana por heridas producidas por armas de 
fuego en el ejercicio de sus funciones.

l	De estas 52 personas, 17 habían sido víctimas de heridas 
producidas por armas de fuego y, de ellas, catorce fuera de 
las manifestaciones públicas.

l	De las 52 personas fallecidas, se registran tres crímenes 
de odio motivados por intolerancia política, cuyas víctimas 
fueron presuntamente señalados de ser “chavistas” y apo-
yar al Gobierno Nacional.

l	De las 1.119 personas que fueron heridas, 340 son funcio-
narios y funcionarias de seguridad ciudadana.

El Informe del Ministerio del Poder Popular para las Co-
municación e Información publicado en su portal oficial de 
internet, referido a los meses del 1 de abril al 6 de junio de 
2017, para la fecha de su consulta indica que:
l	Durante los sucesos en estudio 80 personas fallecieron.
l	De las 80 personas fallecidas, solo 26 personas (23%) per-

dieron la vida en el contexto de manifestaciones públicas 
pacíficas y en movilizaciones violentas.

De acuerdo a informaciones suministradas por el Conse-
jo Nacional Electoral en su portal de internet, los sucesos en 
estudio se han desarrollado:
l	En 45 (13,43%) de los 335 municipios del territorio nacional.
l	 Al desagregar estos 45 municipios en parroquias, en 76 

(6,66%) de las 1141 parroquias en el territorio nacional.

Conclusiones:
De acuerdo a la información confiable y convincente disponi-
ble en fuentes que cumplen con los extremos previstos en el 
artículo 59.5 del Reglamento de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, así como en las propias investigacio-
nes de Sures, se puede concluir, entre otras, que:
1.	 La gran mayoría de las personas fallecidas durante los 

sucesos en estudio han perdido la vida fuera del contexto 
de las manifestaciones públicas.  

2.	 Las violaciones al derecho a la vida atribuidas a agentes 
estatales representan una minoría del total de personas 
fallecidas durante los sucesos violentos. 

3.	 La mayoría de las muertes ocurridas durante los sucesos 
violentos acontecieron fuera del contexto de las manifesta-
ciones públicas y su responsabilidad se atribuye a particula-
res.

4.	 Se registraron algunos casos de violación del derecho a 
la vida de funcionarios de seguridad ciudadana por heri-
da producida por arma de fuego.

5.	 Los sucesos violentos se circunscriben a una pequeña 
parte del territorio nacional, fundamentalmente a muni-
cipios cuyos alcaldes y alcaldesas pertenecen a sectores 
de la oposición.

Presidente de la CIDH 
condena uso de NNA 
para cometer
actos de violencia
en Venezuela
En las movilizaciones organizadas y convocadas por la 
oposición durante los meses de abril a julio de 2017, se 
ha evidenciado el uso de niños, niñas y adolescentes, para 
cometer actos de violencia política, vulnerando sus derechos 
consagrados en la Constitución y en las leyes. 
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El Presidente de la Comisión 
Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), Comisionado 

Francisco Eguiguren, en el marco 
del 163 período de sesiones de 
la CIDH, celebrado en Lima, Perú, 
manifestó su profunda preocupa-
ción por el uso de niños, niñas y 
adolescentes para cometer actos 
de violencia política en Venezuela 
en las movilizaciones organizadas 
y convocadas por partidos polí-
ticos y dirigentes de sectores de 
la oposición en los meses de abril 
a julio de 2017. En este sentido, 
realizó un llamamiento público:

“A las organizaciones que rea-
lizan protestas, recalcar que es-
tas tienen que ser estrictamente 
pacíficas y que no pueden promo-
ver o incentivar la participación 
de niños, niñas y adolescentes en 
este tipo de actos”

En nuestro país los niños, ni-
ñas y adolescentes son reconoci-
dos explícitamente como sujetos 
plenos de derecho que ejercen 
progresivamente su ciudadanía 
en función a su desarrollo evolu-
tivo y con la debida orientación de 
las personas responsables de su 
crianza, de conformidad con los 
artículos 39 y 78 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana 
de Venezuela (CRBV), el artículo 5 
de la Convención sobre Derechos 
del Niño (CDN) y los artículos 10, 
11 y 13 de la Ley Orgánica para la 
Protección de los Niños, Niñas y 
Adolescentes (LOPNNA). 

Por este motivo, desde Sures 
estimamos que los niños, niñas 
y adolescentes tienen derecho a 
participar en manifestaciones pú-
blicas pacíficas y sin armas, siem-
pre que se cumplan una serie de 
condiciones indispensables para 
su protección integral: 
1.	 Que su grado de desarrollo 

y madurez les permita com-
prender adecuadamente el 
ejercicio de ese derecho y las 
responsabilidades que se des-
prenden de ello;

2.	 Que cuenten con las debidas 
orientaciones de sus padres, 
madres, representantes o res-
ponsables; 

3.	 Y, lo más importante, que el 
contexto en que se desarrollan 
las manifestaciones no 
amenacen o vulneren su 
interés superior, derechos y 
garantías.

Sin embargo, en las moviliza-
ciones organizadas y convocadas 
por partidos políticos y dirigentes 
de sectores de la oposición du-
rante los meses de abril a julio de 
2017, se han registrado múltiples 
casos en los cuales se evidencia 
el uso de niños, niñas y adoles-
centes, inclusive de muy corta 
edad, para cometer actos de vio-
lencia política, la mayoría de las 
veces alentados, apoyados y diri-
gidos por personas adultas y por 
dirigentes de partidos políticos de 
la oposición. 

Dirigentes de la 
oposición apoyan uso 
de niños, niñas 
y adolescentes 
en actos violentos

“Estos escuderos 
este grupo  
de resistencia  
son muchachos
menores  
de edad,  
muchos, 
13, 14, 15, 16, 
23 años”
Lilian Tintori en el programa 
Vladimir a la 1 por el canal privado 
Globovisión. 25 de mayo de 2017.
Ver más aquí: http://bit.ly/2unfOkM

Estos actos incluyen la inte-
rrupción violenta de vías públicas, 
agresiones contra las personas, 
el enfrentamiento contra funcio-
narios y funcionarias de seguri-
dad ciudadana, la destrucción de 
servicios públicos de educación y 
salud y el amedrentamiento a los 
transeúntes y personas en vehí-
culos que intentan circulan por 
las calles. Lo que resulta más pre-
ocupante es que hemos sido tes-
tigos de hechos sin precedentes 
en la historia reciente de nuestro 
país, como la intervención de ni-
ños y niñas en la fabricación y uso 
de explosivos no convencionales 
(bombas incendiarias) de forma 
pública en las calles ante la indi-
ferencia de las personas adultas 
que se encuentran presentes e, 
inclusive, siendo dirigidas por al-
gunas de ellas. 

Pero lo más grave, es que una 
importante dirigente de uno de 
los partidos de oposición ha rea-
lizado declaraciones a través de 
medios televisivos legitimando y 
alentando el uso de niños, niñas 
y adolescentes en este tipo de ac-
tos de violencia, mientras que un 
excandidato presidencial también 
ha sido captado en videos mien-
tras acompaña y alienta a niños, 
niñas y adolescentes que se en-
contraban realizando este tipo de 
hechos en una movilización con-
vocada por partidos políticos de 
oposición.

“Mira que tú  
tienes 15 años,  
mosca por ahí. 
Tranquilo,
quédate 
tranquilo,
anda con cuidado
que tú tienes 
15 años”
Henrique Capriles Radonsky,  
Gobernador del estado Miranda.  
25 de mayo de 2017.
Ver más aquí: goo.gl/1dK5ey

El uso de niños, niñas y adoles-
centes para cometer actos de vio-
lencia política, inclusive con armas 
y explosivos no convencionales, 
constituye una gravísima violación 
a todos sus derechos humanos, 
reconocidos en la CRBV, la CDN, la 
LOPNNA y, muy especialmente, del 
Protocolo Facultativo de la Conven-
ción sobre Derechos del Niño relati-
vo a la participación de los niños en 
los conflictos armados. 

Desde Sures: 
1.	 Invitamos a toda la sociedad y, 

muy especialmente, a todos los 
partidos políticos y dirigentes a 
que rechacen y condenen pú-
blicamente el uso de los niños, 
niñas y adolescentes en actos 
de violencia política.

2.	 Exhortamos a los partidos po-
líticos y dirigentes a evitar y 
prevenir el uso de los niños, ni-
ñas y adolescentes en actos de 
violencia política en el contexto 
de las movilizaciones que orga-
nizan y convocan.

3.	 Solicitamos al Ministerio Público 
que impulse con celeridad las in-
vestigaciones y procesos pena-
les para la determinación de las 
responsabilidades y sanciones a 
que hubiere lugar por el uso de 
los niños, niñas y adolescentes 
en actos de violencia política.Niños son utilizados en las acciones violentas de la oposición, en la avenida Francisco de 

Miranda, estado Miranda. 8 de abril de 2017.
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Durante los meses de abril a 
julio de 2017, se ha registra-
do en Venezuela un patrón 

de ejecución de crímenes de odio 
por motivos políticos, tanto en el 
contexto de las movilizaciones 
organizadas y convocadas por 
partidos políticos y dirigentes de 
sectores de oposición al Gobierno 
de Nicolás Maduro, como en otros 
actos de violencia política ejecu-
tados por estos mismos sectores.

Hasta la fecha, se registran 
cinco homicidios intencionales y, 
al menos, 18 ataques graves a 
personas por motivos de discri-
minación e intolerancia política1. 
1	 Ver el Informe Especial de la Defensoría 

del Pueblo denominado “En Defensa de la 
Paz y por la Verdad” publicado en: http://
www.defensoria.gob.ve/images/pdfs/In-
forme_Protestas_Abril_Mayo_2017_DEF.
pdf. Este órgano del Poder Ciudadano 
registra cuatro homicidios y 17 agresio-
nes a personas en este período. También 
pueden encontrarse información detalla-
da en el listado de víctimas de estos su-
cesos publicado por el Ministerio Público 
en su portal internet: www.mp.gob.ve

Estas agresiones se han carac-
terizado por el uso excesivo de la 
violencia, que incluye el uso de ob-
jetos contundentes para golpear, 
armas punzo penetrantes, armas 
de fuego, armas no convenciona-
les de fabricación artesanal, bom-
bas incendiarias de fabricación 
artesanal y explosivos convencio-
nales. Pero lo que genera mayor 
preocupación es la práctica de 
incendiar a las personas median-
te el empleo de gasolina. Según 
nuestras investigaciones, en 13 
de los 23 casos calificados como 
crímenes de odio se ha amenaza-

Crímenes de odio y violencia política

do con incendiar o se ha incendia-
do a las víctimas2.

Todos estos crímenes de odio 
son atribuidos a personas (civiles) 
que participaban en movilizaciones o 
en actos de violencia ejecutados en 
las vías públicas, convocados y orga-
nizados por algunos de los partidos 
políticos y dirigentes de sectores de 
la oposición. La mayoría de las vícti-
mas fueron personas que también 
participaban en esos actos, pero 
que fueron señaladas como simpa-
tizantes del Presidente Nicolás Ma-
duro o de los partidos políticos que 
lo apoyan. También fueron víctimas 
transeúntes que no participaban y 
estaban ajenas a estos hechos.

Los crímenes de odio por moti-
vos políticos constituyen un hecho 
2	 Los registros audiovisuales o visuales de 

estos sucesos pueden observarse en: 
https://www.youtube.com/watch?v=-
ll-9htw2iUg. Sin embargo, es necesario 
informar que estos contenidos e imágenes 
se encuentran cargadas de un grado de 
violencia inapropiados para niños, niñas y 
adolescentes.

alarmante que debe llamar a la 
acción conjunta de toda la socie-
dad y el Estado para prevenirlos y 
erradicarlos. Se trata de conductas 
ajenas a nuestros valores familia-
res y sociales, que no encuentran 
referentes en la historia democráti-
ca reciente de Venezuela. Se trata 
de prácticas que aún nos encontra-
mos a tiempo de detener. 

Desafortunadamente, en nues-
tro país no contamos con una le-
gislación adecuada para abordar 
esta situación, pues la Ley contra la 
Discriminación Racial no contem-
pla disposiciones específicas para 
estos nuevos sucesos, inclusive ca-
rece de las medidas de protección 
y las sanciones penales especiales 
para estos casos. Desde Sures abo-
gamos por una reforma de esta ley 
o por una ley especial para regular 
los crímenes de odio que tenga por 
objetivo central evitar que nuestra 
nación sea víctima de nuevas for-
mas de intolerancia política.

Los crímenes de odio 
y violencia política 
han sido otra de las 
características de las 
manifestaciones 
convocadas y organizadas 
por la oposición, donde 
seres humanos fueron 
asesinados por el empleo 
excesivo de la violencia 
física, de armas de fuego, 
pulso penetrantes 
y objetos contundentes, 
sumado a la práctica 
de incendiar personas.

a).	 Grupos violentos de la oposición lincharon a Orlando Figuera tildado de ser “chavista” en 
Altamira, estado Miranda. 20 de mayo de 2017.     

b).	 Grupos violentos de la oposición lincharon a Danny Subero tildado de ser “chavista”.  Ca-
budare, estado Lara, 27 de mayo de 2017.

c).	 José Bravo, de 33 años de edad, sufrió quemaduras en 95% de su cuerpo cuando intentó 
esquivar una barricada y le arrojaron bombas molotov en la ciudad de Maracaibo, estado 
Zulia. 28 de junio de 2017.

a

c
b
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Veintiocho organizaciones y mo-
vimientos dedicados a la defen-
sa de los Derechos Humanos 

en Venezuela expresaron el “más 
contundente” respaldo al proceso 
de votación de la Asamblea Nacio-
nal Constituyente (ANC), que se ce-
lebró el pasado 30 de julio de 2017. 

“Queremos expresar nuestro 
apoyo al proceso electoral consti-
tuyente convocado por el Consejo 
Nacional Electoral (CNE), de confor-
midad con los principios democráti-
cos establecidos en el artículo 348 
de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela”, precisa-
ron a través de un comunicado. 

Las organizaciones coincidie-
ron en que la ANC “genera un es-
cenario democrático, participativo 
y protagónico, propicio para deba-
tir aspectos de interés nacional y 
avanzar en la construcción de paz 
y justicia en el país”. 

“La Constituyente es una opor-
tunidad para fortalecer y ampliar 
el catálogo de derechos humanos 
reconocidos en la Constitución de 
la República Bolivariana de Vene-
zuela de 1999. Por estos motivos, 
hemos decidido instalar un equipo 
de trabajo con voceras y voceros de 
todas nuestras organizaciones para 
elaborar una propuesta en materia 
de derechos humanos, garantías y 
deberes, a los fines de presentarla 
a la nueva Asamblea Nacional Cons-
tituyente, cuando sea debidamente 
instalada”, reza el texto.

Las ONG hicieron un llamado 
a las autoridades públicas, orga-
nizaciones y partidos políticos, así 
como a la sociedad en general, a 
respetar y a proteger el derecho 
humano al sufragio: “Este proceso 
democrático debe realizarse en 
condiciones que permitan a todas 
las personas, que así lo deseen, 

participar libre y responsablemen-
te. Desde el movimiento nacional 
de derechos humanos, deseamos 
exhortar a todos y a todas a que 
respeten la decisión individual de 
quienes desean elegir a los y las 
constituyentes”, suscribieron. 

Por las razones rechazaron 
cualquier tipo de boicot al derecho 
al voto: “Condenamos cualquier 
criminalización, amenaza, intimida-
ción u obstaculización del ejercicio 
de este derecho humano, bien sea 
por acciones realizadas por el Esta-
do, por los partidos políticos y sus 
militantes o, incluso, por organiza-
ciones sociales”.

“Hacemos un llamado a la 
sensatez y a la rectificación a los 
partidos, a las organizaciones y a 
las personas que, públicamente, 
han llamado a impedir que los y 
las votantes puedan trasladarse 
hasta los centros electorales. Les 
instamos a respetar los derechos 
humanos de quienes quieren par-
ticipar en esta fiesta democrática”, 
recalcaron.

Respaldaron el presente comu-
nicado:
1.	 Fundación Latinoamericana por 

los Derechos Humanos y el De-
sarrollo Social (Fundalatin)

2.	 Comité de Víctimas de la Gua-
rimba

3.	 Asociación Civil Sures
4.	 Instituto de Desarrollo Humano 

y Economía Social (IDHES)
5.	 Fundación Ricardo Durán
6.	 Víctimas del Golpe de Estado 

2002
7.	 Fundación de Familiares Victi-

mas del Sicariato Campesino en 
Venezuela

8.	 Observatorio Nacional de Inves-
tigaciones Penitenciarias

9.	 Víctimas de El Caracazo
10.	Centro Juvenil de Derechos Hu-

manos
11.	Frente Alberto Lovera
12.	Fundación Américo Silva
13.	Movimiento Ecuador Alfarista 

Bolivariano
14.	Fundación Argimiro Gabaldón
15.	Frente de Familiares IV Repúbli-

ca / ASOFACY

16.	Consejo para la Defensa de los	
Derechos (José Félix Ribas)

17.	Frente Familiares y Amigos Tor-
turados y Perseguidos Políticos 
(1958-1999)

18.	Fundación Venezolana del Dere-
cho a la Vivienda (Fundavendervi)

19.	Colectivo de Estudio Feminista 
Aquelarre Caribeño

20.	Asociación de Defensores de 
Derechos Humanos

21.	Género con Clase
22.	Psicólogas y Psicólogos por el 

Socialismo
23.	Asociación Cantaura Vive
24.	Asociación de Sobrevivientes. 

Familiares, Amigos de la Masa-
cre de Yumare

25.	Red de Colectivos Araña Femi-
nista

26.	Consejo Nacional para la Defen-
sa de los Derechos Humanos a 
la Salud

27.	Fundación Capitán de Navío Ma-
nuel Ponte Rodríguez.

28.	Colectivo de Educación e Investi-
gación para el Desarrollo Social 
(Ceides).

Exigen que se respete el derecho al voto  

28 ONG de derechos humanos
respaldaron proceso Constituyente
Organizaciones no gubernamentales hicieron un llamado a la población venezolana a participar 
en el proceso electoral de la Asamblea Nacional Constituyente “por ser un espacio democrático, 
propicio para debatir temas de interés nacional y para avanzar en la construcción de paz”.
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Sures es una asociación civil venezolana, dedicada 
al estudio, promoción, educación y defensa de 
los derechos humanos. Es una organización no 
gubernamental sin fines de lucro, independiente, no 
partidista y no confesional.

Las acciones de Sures se dirigen al Estado como 
principal obligado en el respeto, garantía y protección 
de los derechos humanos, así como a actores no 
estatales que ejercen poder fáctico que afectan el 
disfrute y ejercicio de los mismos, incluyendo empresas 
privadas nacionales y transnacionales.
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